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Introduccion

La incorporacién de Espafia al proceso de integracién europea
se ha encauzado hasta el presente a través del articulo 93 de la
Constitucién, cuyo texto, que no hace referencia explicita alguna a
dicho proceso, se inspira en la redaccién que en 1978 tenfa el arti-
culo 24 de la Constitucién alemana, un modelo utilizado también
por otros Estados. Desde entonces ac4, ha corrido sin embargo
mucha agua bajos los puentes. El progreso de la integracién eco-
némica, la enérgica afirmacién que el Tribunal de Justicia ha he-
cho del efecto directo del derecho europeo y de su primacia sobre
las normas internas de cualquier rango, y desde hace ya doce afios,
la inclusién de las Comunidades originarias en el seno de una
Unién Europea de 4mbito mucho m4s amplio y més ambiciosos ob-
jetivos, han originado cambios probablemente irreversibles en la
estructura y el funcionamiento de los Estados miembros. Estos
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cambios, que es diffcil entender como simple consecuencia de la
atribucién «a organizaciones o instituciones internacionales del
ejercicio de competencias derivadas de la Constitucién», han mo-
dificado ya tdcitamente la nuestra, como las del resto de nuestros
socios; al menos las de aquellos que, en razén de la fecha de su in-
corporacién a la Europa unida, no habfan ya elaborado o reforma-
do las suyas antes de esa incorporacién.

Aun si se acepta que cabe hablar de «<mutacién» cuando la mo-
dificacién de la Constitucién no es simplemente producto de un
cambio en la interpretacién de sus preceptos, esa categorfa, acufia-
da para explicar otros fenémenos, se acomoda mal a una transfor-
macién que se debe a la aplicacién de normas que forman parte de
otro ordenamiento y que alcanza las proporciones gigantescas que
tiene ya la originada en las Constituciones de los Estados miem-
bros incorporados a la Unién antes de que fuesen previsibles las
consecuencias constitucionales de tal incorporacién. Si esa modifi-
cacién tdcita no ha de ser entendida como una renuncia a la idea de
Constitucién, o como un abandono vergonzante de la soberanfa
nacional, es indispensable que el poder constituyente la haga ex-
ph’cita como obra suya. Esto es, reformar formalmente el texto
constitucional a fin de conseguir que lo que es inevitable aceptar
para construir una Europa unida sea efectivamente producto de
una opcién deliberada y expresa de los pueblos de Europa, que sé-
lo asf estardn por lo dem4s en condiciones de determinar cuéles son
los limites que en cada momento desean imponer al proceso de in-
tegracién. Asf lo han hecho ya cinco de los seis Estados fundado-
res, y de forma destacada Francia y Alemania, cuyas Constitucio-
nes fueron profundamente reformadas en 1992.

Mi conviccién sobre la necesidad de reformar la Constitucién
en este punto viene de muy atras y ha sido expuesta en muchas
ocasiones. Creo firmemente que el cambio es necesario por razo-
nes, por asf decir, estrictamente internas, para dotar de fundamen-



LA CONSTITUCIONALIZACION DEL PROCESO DE INTEGRACION 7

to constitucional a la potestad de los jueces de inaplicar leyes espa-
fiolas perfectamente vélidas y tratar de mantener el equilibrio que
la Constitucién consagra, tanto entre los distintos érganos centra-
les del Estado, como entre éstos y los de las Comunidades Auté-
nomas. Pero mi conviccién viene también de razones «europeas»,
pues pienso que las reformas constitucionales que reflejen la natu-
raleza especifica de los Estados miembros de la Unién son precisa-
mente el instrumento adecuado para constitucionalizar el orden ju-
ridico-politico de la Unién, para hacer posible la existencia de una
auténtica Constitucién europea.

La necesidad de europetzar las Constituciones nacionales

Nuestro pafs, como todos los que forman parte de la Unién, se
encuentra abocado a la diffcil tarea de cohonestar dos érdenes ju-
ridico-politicos, estrechamente imbricados, pero no reducidos to-
davfa a la unidad: el orden constitucional interno, basado en la so-
beranfa nacional, cuyo titular es el pueblo espafiol, y el orden de la
Unién Europea, a la que los Estados miembros atribuyen compe-
tencias para alcanzar sus objetivos comunes y cuya existencia im-
plica, en consecuencia, una limitacién de la soberania de los Esta-
dos. A falta de una teorfa sélida y generalmente aceptada, cuya ela-
boracién es improbable en el actual estadio de desarrollo de la
Unién, esta tarea sélo puede ser abordada, tanto desde ésta como
desde los Estados, mediante soluciones puramente pragmaticas y
férmulas retéricas de significado incierto. El Tratado Constitucio-
nal de la Unién (articulo I-5) proclama asf el respeto de ésta a «la
igualdad de los Estados miembros y a su identidad nacional, inhe-
rente a las estructuras fundamentales poh’ticas y constitucionales
de éstos, también en lo que respecta a la autonomia local y regio-
nal», asf como a «las funciones esenciales del Estado, en particular
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las que tienen por objeto garantizar su integridad territorial, man-
tener el orden publico y salvaguardar la seguridad nacional». Este
respeto, cuya garantfa reposa en tltimo término en la participacién
de los gobiernos en las decisiones de la Unién y que, en conse-
cuencla, es tanto menos seguro cuanto mayor es el 4mbito abierto
a la decisién por mayorfa, simple o cualificada, no basta sin em-
bargo para dar respuesta al problema que los Estados han de re-
solver y que se plantea, por asf decir, en tres planos distintos. Uno,
el plano fundamental de la concepcic’)n misma del Estado; los otros,
los planos ontolégicamente inferiores, aunque de mayor relevancia
préctica, de la estructura del ordenamiento juridico y de la organi-
zacién del poder. El problema fundamental es, claro est4, el de de-
terminar cudl es el limite infranqueable, si existe, més all4 del cual
no cabe ir sin que el Estado deje de existir como tal. Los otros pro-
blemas, que sélo por relacién con él se pueden decir menores, vie-
nen de las exigencias de la practica y estdn muy estrechamente co-
nectados entre sf. El que plantea la primacia del derecho europeo
sobre el derecho interno y la alteracién profunda que la integracién
en la Unién produce en el equilibrio constitucional entre los dis-
tintos poderes del Estado: el equilibrio entre gobierno y Parlamen-
to, e incluso entre la jurisdiccién constitucional y la ordinaria, de
una parte; el equilibrio entre los poderes centrales y los poderes te-
rritoriales, de la otra.

El problema fundamental es un problema politico, el problema
politico central de la integracién, cabria decir, no un problema es-
trictamente juridico. Aunque es un problema vivo, no cabe ignorar
el esfuerzo que algunos Estados han hecho para aproximarse a una
solucién, afirmando que las cesiones de soberanfa, que explicita-
mente aceptan, tienen limites infranqueables. Una afirmacién que
se ha incorporado al propio texto constitucional y que ha sido su-
brayada mediante decisiones judiciales, de las que ofrecen buen
ejemplo algunas sentencias del Tribunal Constitucional Federal
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alemén o del Consejo Constitucional francés. No intento ocuparme
aquf de €, ni est4 en el deseo de resolverlo la razén que me lleva a
creer en la necesidad de reformar nuestra Constitucién en este
punto de la «apertura a Europa», aunque, como después diré, tam-
bién creo que esa reforma ha de llevarse a cabo en términos que
ayuden a su solucién. Mis argumentos se mueven en el plano més
bajo de las exigencias de la practica.

En Espafia, como en el resto de los pafses miembros, la inte-
gracién europea comporta una limitacién de la libertad de accién
del Estado, al que impone pautas de actuacién que a veces chocan
con autorizaciones constitucionales explicitas. Piénsese, por ejem-
plo, en las menguadas posibilidades que nuestros gobernantes tie-
nen actualmente de «reservar al sector publico recursos o servicios
esenciales...», como prevé el articulo 128.2 de la Constitucién, o de
«planificar la actividad econémica general», como dice el articulo
131.1. Pero aparte de esa limitacién de unas posibilidades que nun-
ca fueron muy grandes, la integracién implica una reduccién del
poder de los distintos érganos del Estado, que se proyecta de ma-
nera muy desigual sobre éstos, alterando asi el equilibrio institu-
cional previsto en la Constitucién. Afecta mas a las Cortes que al
gobierno y més a las Comunidades Auténomas que a las instancias
centrales. El gobierno participa en la elaboracién de reglamentos y
directivas comunitarias, en tanto que las Cortes, que no tienen in-
tervencién alguna en la creacién de esas normas, han de aceptar
que sus propias leyes se vean desplazadas por los reglamentos y se
ven forzadas a transponer unas directivas, que cada vez dejan me-
nor margen de libertad al legislador estatal. Las Comunidades Au-
ténomas, de otra parte, titulares en muchas ocasiones de la compe-
tencia exclusiva sobre las materias que caen dentro del 4mbito de
la Comunidad Europea, carecen de facultades para contribuir a fi-
jar la posicién del Estado espafiol en negociaciones de las que re-
sultan decisiones, que sin embargo han de poner en préctica, aun-
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que, de otra parte, no sean ellas, sino el Estado en su conjunto el
que responde del eventual incumplimiento de tal obligacién. For-
malmente, como el Tribunal Constitucional ha dicho muchas veces,
la integracién en Europa no altera el orden interno de competen-
cias; materialmente, en la practica, no cabe ignorar que se ha pro-
ducido una alteracién que, hasta el presente, se ha intentado co-
rregir con medidas reglamentarias o legales de efectos muy limita-
dos. No es seguro, en modo alguno, que baste con dotar de base
constitucional a estas medidas, o a otras muchas que cabrifa afiadir,
para eliminar las distorsiones que trae aparejadas la integracién en
Europa, pero tampoco cabe negar que esas medidas serdn mds efi-
caces y mas inexcusables si se inscriben en la Constitucién los prin-
cipios que las inspiran y los objetivos que han de perseguir y que,
ademds, hay medidas que sélo en el plano constitucional cabe
adoptar. Los ejemplos fordneos de reformas de este género son
abundantes y bien conocidos.

La oportunidad de la reforma, sin embargo, no viene sélo de
la necesidad de corregir el desequilibrio institucional. Con igual
o mayor fuerza la aconseja la necesidad de dotar de base consti-
tucional al deber que nuestros tribunales tienen de asegurar la
primacfa del derecho europeo sobre el puramente interno. Un de-
ber que les obliga a inaplicar las normas espafiolas, «cualquiera
que fuese su rango», cuando estén en contradiccién con normas
europeas anteriores en el tiempo, y que por tanto parece prima fa-
cte incompatible con su sujecién al imperio de la ley. Una sujecién
que es absoluta en lo que toca a la Constitucién misma y que, en
lo que respecta a las normas de rango legal, estd atenuada sélo
por la facultad que la propia Constitucién (articulo 163) les con-
cede de cuestionar su constitucionalidad ante el Tribunal Consti-
tucional.

En lo que respecta a la primacia de las normas europeas sobre
las constitucionales, esta contradiccién inherente a la doble condi-
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cién de juez europeo y juez nacional, aunque teéricamente insolu-
ble, serfa practicamente improbable cuando entre en vigor el Tra-
tado Constitucional Europeo, si se interpreta rigurosamente el ar-
ticulo 1I-113, que, siguiendo inexplicablemente el modelo de la
Convencién Europea de los Derechos Humanos, atribuye a los
consagrados en la Carta el cardcter de minimos. Como el 4mbito
en el que la colisién entre normas europeas y normas constitucio-
nales puede producirse es, sobre todo, el de los Derechos Funda-
mentales, si acoge esa interpretacién estricta, el juez nacional de-
berfa aplicar siempre su propia Constitucién cuando la proteccién
que ésta ofrece sea mayor. Pero el riesgo de que una interpretacién
asi quiebre la uniformidad en la aplicacién del derecho europeo
llevard seguramente a sustituirla por alguna otra menos riguro-
sa, con lo que las posibilidades de contradiccién entre derecho
europeo y Constituciones nacionales seguird siendo la misma que
hoy tenemos.

Con independencia de ello, tampoco cabe ignorar la trascen-
dencia practica de las eventuales contradicciones entre las normas
europeas y las internas de rango legal. Como, de acuerdo a la doc-
trina Simmenthal, el juez «europeo» ha de inaplicar la norma na-
cional sin cuestionarla previamente ante el Tribunal Constitucio-
nal, la sujecién a la ley desaparece, o se transforma en una sujecién
a dos sistemas normativos imprecisamente articulados. Una situa-
cién que, entre otros defectos, tiene el de privar al justiciable de re-
medios eficaces frente a la negativa del juez nacional a aplicar la
norma europea cuando debiera hacerlo, y en sentido contrario,
permite la inaplicacién de la norma interna a partir de interpreta-
ciones absurdas de la norma europea. Ejemplos de lo uno y de lo
otro pueden encontrarse en la jurisprudencia de nuestro Tribunal
Constitucional. De lo primero, la STC 45/1996, entre otras; de lo
segundo, la reciente 58/2004, con la que quizés se inicia la senda
plausible, pero en cierto sentido contradictoria, que ha llevado a la
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jurisdiccién constitucional de Alemania y de Italia a considerar in-
constitucional la aplicacién defectuosa del derecho europeo.

Esta situacién, que aunque defectuosa ha permitido el progre-
so de la integracién, es producto de las construcciones, muy laxas
y de més valor pragmdtico que tedrico, sobre las que se ha apoya-
do hasta el presente la primacfa del derecho europeo sobre el pu-
ramente interno. Por ejemplo, la de la superioridad del Tratado
sobre la ley y/o la de que, al aceptar en el Acta de adhesién todo
el acervo comunitario, el Estado espafiol acepté también el princi-
pio de la primacia del derecho europeo, que no figura en los Tra-
tados, pero que habfa sido establecido ya por la jurisprudencia de
Luxemburgo en decisiones bien conocidas. La debilidad teérica y
los riesgos potenciales de estas construcciones, que ademds de los
defectos sefialados tienen el de no preservar admbito alguno, ni si-
quiera el de los Derechos Fundamentales, en el que el «legislador»
comunitario no pueda entrar en el ejercicio de sus competencias
propias, serfan en sf mismas razones suficientes para impulsar una
reforma constitucional que permitiera prescindir de ellas. Pero su-
cede, ademds, que han dejado de ser utilizables frente al Tratado
Constitucional Europeo, en el que (Parte primera, articulo 6) el
principio de primacfa deja de ser simple doctrina jurisprudencial
para convertirse en norma convencional explicita y rotunda. Se
hace dificil entender que, al aceptar esta estipulacién, el Estado
espafiol se esté limitando a atribuir a una organizacién internacio-
nal el ejercicio de competencias derivadas de la actual Constitu-
cién. Pero del problema especifico que suscita el Tratado por el
que se instituye una Constitucién para Europa me ocuparé des-
pués, pues naturalmente no es el deseo de resolver este problema
concreto el que me ha llevado a pensar, desde hace ya mucho, co-
mo antes sefialaba, que es necesario apoyar nuestra integracién en
Europa en bases més firmes que las que hoy ofrece nuestra Cons-

titucién.
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La necesidad de constituctonalizar la Union

Las razones de orden interno son las ya dichas, pero no son es-
tas razones derivadas de nuestro propio sistema constitucional las
tinicas que justifican a mi juicio la necesidad de la reforma. A ellas
se suma otra, a mi parecer muy poderosa, que viene de las peculia-
ridades del proyecto de construccién de una Europa unida. Es per-
fectamente razonable la aspiracién de dotar a la Unién Europea de
una Constitucién, pero como la Unién es hoy, y seguird siendo en
el futuro previsible, una realidad muy distinta de los Estados Uni-
dos de América, el proceso de constitucionalizacién ha de seguir
aquf un camino diferente al que allf se siguié, que es admirable, pe-
ro no por ello un modelo de validez universal. El intento de se-
guirlo apenas logra pasar de las apariencias y, pese a la decisién de
designarla con la misma denominacién, la Convencién que elaboré
el Proyecto de Tratado por el que se instituye una Constitucién pa-
ra Europa ha sido algo bien diferente de la Convencién de Filadel-
fia. Sin desconocer el mérito de su obra, su esfuerzo no ha basta-
do, ni podfa bastar, para cambiar en Constitucién lo que formal-
mente es Tratado, si por Constitucién se entiende la Carta Funda-
mental de una comunidad politica que determina esencialmente el
sentimiento de identidad de quienes la componen.

Para abordar con realismo la Ingente tarea de dotar de una
Constitucién a esta Unién de Estados y de pueblos, conviene tener
siempre presente el objetivo perseguido. Aunque la Unién se pro-
pone ser cada vez més estrecha, su finalidad no es la abolicién de
lo diverso, sino la unién en la diversidad. Los europeos estamos
adn agrupados en pueblos distintos, politicamente organizados en
Estados diversos, y la finalidad que perseguimos es la de seguir es-
tando asf, aunque reduciendo progresivamente la distancia que nos
separa. En esa perspectiva, la 16gica lleva a la conclusién de que los
esfuerzos que en comdn hagamos tendrédn muy reducido alcance si
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no van acompafiados de los que por su cuenta haga cada uno de
nuestros pueblos, a través de los respectivos Estados. Constitucio-
nes en el sentido pleno del término son sélo, hoy por hoy, las Cons-
tituciones nacionales y, en consecuencia, sobre ellas ha de erigirse
la deseada Constitucién europea. Sélo asf se lograr4 llevar a la con-
ciencia de los ciudadanos la conviccién de que la pertenencia a la
Unién es un modo de ser del propio Estado.

Siguiendo esta idea, yo sugerf hace ya algunos afios, cuando se
negociaba el Tratado de Amsterdam, la conveniencia de que el pro-
pio Tratado de la Unién incorporase una férmula que los distintos
Estados se comprometerian a adoptar para la reforma de sus Cons-
tituciones nacionales. Pero no es esto lo que ahora propugno. Sélo
trato de exponer mi conviccién de que la reforma de la Constitu-
cién en este punto es necesaria, no sélo por razones de orden in-
terno, sino también por otras que atienden al interés de la cons-
truccién europea. Que siendo parte de ella, es necesario en defini-
tiva que nuestro Estado, como han hecho otros, incluya en su pro-
pia Constitucién lo que es ya un componente de su propia esencia.

Lo Tratados europeos como tnstrumentos
de reforma constituctonal

Las reformas necesarias para adecuar la Constitucién espafiola
a la naturaleza que hoy tiene nuestro Estado como Estado «inte-
grado», miembro de una Unién de la que dificilmente podria salir,
aunque formalmente tenga la capacidad de hacerlo, habran de te-
ner un contenido muy amplio si intentan corregir en lo posible los
desequilibrios institucionales inducidos por la incorporacién a la
Unién. Dejo ahora de lado este contenido méas amplio para redu-
cirme a la reforma de la norma de engarce entre nuestro ordena-
miento, basado en la supremacfa de la Constitucién, y el ordena-
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miento de la Unién, basado en la supremacfa juridica del Tratado;
al precepto que deberfa sustituir al actual articulo 93. La idea cen-
tral de tal reforma deberfa ser, a mi juicio, la de que el mejor modo
de resolver esta cuestién, ahora y hacia el futuro, es la de exigir que
la autorizacién de las Cortes se conceda por el mismo guorum re-
forzado que el articulo 167 requiere para la reforma constitucional.
Seguir el procedimiento previsto para ésta, aunque prescindiendo
de la Comisién paritaria Congreso-Senado, que en este caso no po-
drfa desempefiar funcién alguna. La aplicacién de este procedi-
miento permitirfa que el mismo precepto constitucional previese la
imposibilidad de cuestionar la constitucionalidad de los Tratados
asf ratificados, o el derecho derivado de ellos, por un motivo que
no fuese precisamente el de su incompatibilidad con alguna de las
normas para cuya reforma es necesario acudir al procedimiento del
articulo 168. Algo muy semejante, en definitiva, a lo que se hizo en
Alemania con la reforma del articulo 23 de su Constitucién. Resu-
mo a continuacién las razones que me llevan a esta conclusién.

Es facil comprender que la concordancia entre un Tratado que
implica limitaciones a la soberanfa nacional y las Constituciones
que se fundamentan en la existencia de ésta ha de ser siempre pro-
blem4tica. Cuando la divergencia entre Tratado y Constitucién no
puede salvarse recurriendo a interpretaciones mas o menos mala-
baristas, no cabe sino renunciar al Tratado o reformar la Constitu-
c1én, como prevé el articulo 95 de la nuestra, del que hasta ahora
se ha hecho uso una sola vez, con motivo precisamente del Trata-
do de la Unién, del Tratado de Maastricht. Este dnico caso de apli-
cacién de dicho precepto constitucional basta, sin embargo, para
evidenciar su absoluta insuficiencia.

La inadecuacién del sistema previsto en el articulo 95 viene, en
primer lugar, del hecho de que deja en manos del érgano consul-
tante la determinacién de cuéles son las estipulaciones convencio-
nales que el Tribunal Constitucional ha de contrastar con la Cons-
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titucién. En aquella ocasién, la consulta se centré en el articulo 8
B, apdo. 1, del Tratado de la Comunidad Econémica Europea, mo-
dificado por el articulo G del Tratado de la Unién, que concedfa a
los ciudadanos europeos residentes en un pafs que no fuera el de su
nacionalidad el derecho a ser elegidos en las elecciones locales. Un
derecho importante, sin duda, pero que, al menos en Espafia, afec-
ta poco a la soberanfa nacional. Menos desde luego que muchas
otras estipulaciones del mismo Tratado, por ejemplo la que llevé a
la creacién de la moneda tnica. Al verse obligado a responder a
una pregunta asf delimitada, el Tribunal Constitucional no tuvo po-
sibilidad alguna de analizar en su integridad el texto del Tratado
para averiguar si habfa o no en €l otras estipulaciones que exigie-
sen la previa reforma de la Constitucién.

Cabrifa decir que, aunque es imposible que el Tribunal Consti-
tucional actie de oficio, en estos casos como en todos, la limitacién
en el conocimiento del caso que viene de la formulacién de la pre-
gunta desaparecerfa si ésta se formulase en términos generales, re-
ferida a la totalidad del Tratado. Asf lo viene haciendo, por ejem-
plo, el presidente de la Republica Francesa al solicitar el dictamen
del Consejo Constitucional sobre la compatibilidad con la Consti-
tucién de los sucesivos Tratados de la Unién Europea, el de Maas-
tricht, el de Amsterdam y el TCE. El remedio serfa, sin embargo,
peor que la enfermedad, pues esa consulta global obligarfa al Tri-
bunal a discernir por sf mismo los argumentos a favor y en contra
de la constitucionalidad de cada una de las estipulaciones conven-
cionales, aisladamente y en su conjunto. A actuar como érgano po-
litico, no como érgano jurisdiccional.

Pero ademds de defectuoso el sistema es inutil para lograr la fi-
nalidad que lo justifica. Como es obvio, esa finalidad es la de ase-
gurar que, una vez ratiﬁcado, el Tratado es inatacable desde el
punto de vista de la constitucionalidad y, en consecuencia, desapa-
rece el riesgo de que el Estado se vea en la imposibilidad de cum-
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plir las obligaciones que ha asumido porque un juez le prohibe ha-
cerlo. Para que asf sea, es imprescindible, sin embargo, que, tras su
entrada en vigor, la constitucionalidad del Tratado no pueda ser
puesta en cuestién, y eventualmente negada, por motivos que no se
tuvieron en cuenta en el momento del control previo, sea porque
entonces no se advirtieron, sea porque han aparecido después. Asf
sucede, naturalmente, en aquellos sistemas juridicos en los que no
existe control de constitucionalidad a pesteriori y por eso este pro-
cedimiento de la consulta previa de los Tratados tiene pleno senti-
do en la Constitucién francesa, de donde lo tomé la nuestra. Entre
nosotros, por el contrario, si bien el pronunciamiento de inconsti-
tucionalidad es definitivo, los pronunciamientos de no inconstitu-
cionalidad no cierran el paso a impugnaciones futuras, de manera
que la constitucionalidad del Tratado consultado puede ser cues-
tionada a todo lo largo de su vigencia por cualquier juez y con mo-
tivo de cualquiera de sus aplicaciones; por ejemplo, en razén de la
posible contradiccién con la Constitucién Espafiola de una norma
de derecho derivado, impecablemente vélida desde el punto de vis-
ta dentro del ordenamiento europeo. Esta es la doctrina recogida
explicitamente en el Fundamento Primero de la Declaracién
1/1991, de 1 de julio de 1992, de la que ahora el Tribunal parece
distanciarse.

En sistemas como el nuestro, con un potente control a pod[er[o-
ri, la tnica via eficaz para preservar a los Tratados del riesgo de
que se los declare inconstitucionales tras su entrada en vigor, espe-
cialmente aquellos Tratados que, como los de la Unién, crean un
orden dindmico, es la de dotar a dichos Tratados de valor constitu-
cional. Esa intuicién es la que seguramente inspiré los dos sucesi-
vos Dictdmenes (850/91, de 20 de junio y 421/92, de 9 de abril)
emitidos por el Consejo de Estado en esa misma ocasién. En am-
bos, el Consejo de Estado llega a la conclusién de que el articulo 93
de la Constitucién permite que las Cortes autoricen la ratificacién
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del Tratado, sin reforma constitucional previa, no porque no exis-
ta una notoria divergencia entre el nuevo articulo 8B del Tratado
de la Comunidad Econémica Europea y el articulo 13.2 de nuestra
propia Constitucién, sino por la buena y simple razén de que la ra-
tificacién del Tratado modificarfa ese precepto constitucional.. A
juicio del Alto Organo Consultivo, con el articulo 93 «se rompe...
la rigidez propia de los mecanismos de revisién constitucional»,
aunque tal ruptura no sea ilimitada, pues esa via de revisién atipi-
ca no permitirfa la ratificacién de Tratados que afecten a cuestio-
nes cuya reforma ha de ajustarse al procedimiento previsto en el
articulo 168 de la Constitucién.

Tanto la idea de que la ratificacién de los Tratados que sirven
de instrumento a la integracién europea deberfa hacerse por un
procedimiento que permitiese al tiempo la reforma de la Constitu-
cién, como la de que ese procedimiento debe tener el mismo alcan-
ce que el previsto en el articulo 167 de la Constitucién, son a mi jui-
cio perfectamente plausibles, pero desgraciadamente la plausibili-
dad de las ideas no es prueba de su adecuacién a la realidad. La
idea de un ser perfecto no es prueba de su existencia, y la idea de
que la Constitucién perfecta para un Estado integrado en la Unién
es aquella que permite su reforma a través de los Tratados «euro-
peos» no autoriza a sostener que la via prevista en el articulo 93 es,
por eso mismo, un procedimiento atfpico para la reforma constitu-
cional, cuando por ninguno de los métodos de interpretacién ad-
misibles en derecho puede llegarse a esa conclusién. Asf lo enten-
dié el Tribunal Constitucional en la decisién antes citada.

Como sin embargo, por todas las razones ya expuestas, el tini-
co modo de asegurar que los complejos Tratados de la Unién no
entran en colisién con el texto de la Constitucién es dotarlos de va-
lor constitucional, lo que ha de hacerse, para expresarlo de mane-
ra provocadora, es modificar el articulo 93 para que efectivamente
diga lo que el Consejo de Estado quiso leer en €l, y en su redaccién
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actual, como dijo el Tribunal Constitucional, manifiestamente no
dice. Si esta modificacién debe ser una sustitucién del texto actual
por otro que se refiera especificamente a la Unién Europea, o de-
be tratarse més bien de una adicién que mantenga, para otros efec-
tos y con otros ﬁnes, la transferencia de cornpetencias a otras or-
ganizaciones internacionales, es cuestién en la que ahora no hay
que entrar. S{ precisar, por si cupiese alguna duda, que el procedi-
miento para la ratificacién de los Tratados «europeos» deberfa ser
el previsto en el articulo 167 de la Constitucién, de manera que se-
guirfa siendo inexcusable la previa reforma de ésta cuando las es-
tipulaciones del Tratado afectasen a materias cuya modificacién re-
quiere acudir al regulado en el articulo 168. Esta dualidad de pro-
cedimientos disponibles para la reforma constitucional no es tan
lamentable como algunas recientes publicaciones podrian hacer
pensar, e incluso més bien afortunada. Gracias a ella tenemos en
Espafia base suficiente para construir, con sélido apoyo en las nor-
mas, una doctrina que lleve a resultados semejantes a los que en
otros paifses se consiguen mucho més dificilmente apelando a veces
a principios y categorias no estrictamente juridicos. La convenien-
cia de esta doble via, que antes habfa pasado por alto, y ahora creo
evidente, es la que me ha llevado a la rectificacién que a continua-
cién explico.

El momento de la reforma

A partir de las ideas expuestas, en algunas conferencias recien-
tes he sostenido la conveniencia de reformar la Constitucién antes
de proceder a la ratificacién del Tratado por el que se instituye una
Constitucién para Europa. De anticipar a la ratificacién una refor-
ma cuya necesidad habfa proclamado reiteradamente antes del
Tratado, aunque éste la haya hecho mas evidente. También el Con-
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sejo de Estado, en su Dictamen del pasado dia 21 de octubre, ex-
puso, con la prudencia que le es propia, las razones que podian lle-
var a pensar en la necesidad de esta reforma y sugirié al gobierno
la conveniencia de que, antes de proceder a solicitar la autorizacién
de las Cortes para ratificar el Tratado Constitucional de la Unién,
hiciera uso del articulo 95 para pedir el juicio del Tribunal Consti-
tucional sobre la compatibilidad o incompatibilidad de ese Tratado
con nuestra Constitucién. Siguiendo esta sugerencia, el gobierno
se dirigié al Tribunal, que acaba de responder la consulta con su
Declaracién del 13 de Diciembre, en la que niega la necesidad de
tal reforma.

Como el Tribunal Constitucional es el intérprete supremo de la
Constitucién, su decisién es la verdad juridica que todos hemos de
aceptar como incontestable. Otra cosa son naturalmente las razo-
nes que llevan a ella, abiertas como todo producto del intelecto a la
critica razonada. Son muchos los motivos que me llevan a no en-
trar en ella, aunque esos motivos no me impiden tampoco afirmar
que las razones del Tribunal no sélo no me han hecho abandonar
las mias, sino que més bien las han fortalecido. En todo caso, y au-
torizado en alguna medida por el uso que uno de los votos particu-
lares hace de un articulo que publiqué en £/ Pais en el mes de julio
del pasado afio, sf quiero hacer algunas precisiones sobre una cues-
tién que, a la vista de la decisién del Tribunal, ha dejado de tener
actualidad, pero que volver4 a tenerla en el futuro, al acometer el
programa de reformas constitucionales ya anunciado: el del proce-
dimiento a seguir para reformar la Constitucién en este punto.

En el mencionado articulo («El referéndum superfluo y el ne-
cesario»), en el que criticaba el acuerdo suscrito al menos por cua-
tro grupos parlamentarios de convocar un referéndum coincidien-
do aproximadamente con la fecha prevista para la firma del Trata-
do «constitucional», yo sostenfa efectivamente la conveniencia de
acometer la reforma de nuestra Constitucién por la via prevista en
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el articulo 168. Me basaba para ello en dos razones. Una pura-
mente circunstancial: la de la coincidencia del término de la legis-
latura en curso con el de los trabajos de la Convencién. Si la re-
forma se aprobaba en principio antes de la disolucién de las Cor-
tes, decfa yo, las elegidas en marzo podrian aprobar definitivamen-
te esa reforma y Espafia estarfa en condiciones de ratificar el Tra-
tado ya con una Constitucién reformada. La segunda de mis razo-
nes, de naturaleza muy distinta, intentaba complementar la ante-
rior, con la consideracién de que la ratificacién del Tratado de la
Unién, en virtud sobre todo de la consagracién que en él se hace
del principio de primacia del derecho europeo sobre el interno, in-
cluido el constitucional, afectaba directamente al principio de su-
premacia de la Constitucién, «<inherente a la idea misma de Cons-
titucién como norma y explicito ademés en el articulo 9.1 y otros
preceptos del propio texto constitucional.»

La primera de estas dos razones ha dejado de existir por el pa-
so del tiempo y el cambio de circunstancias. Como ni lo uno ni lo
otro afectan a la segunda de mis razones, mi conclusién deberfa
mantenerse inalterada si siguiera creyendo que esa razén es valida
en los términos en los que entonces la expuse. Lo cierto es, sin em-
bargo, que sin haberla abandonado, la he desarrollado algo méas y
que este desarrollo me lleva, como digo en el apartado anterior, a
una conclusién distinta. Sigo pensando, ahora como hace un afio,
que la aceptacién de la primacfa del derecho europeo afecta sus-
tancialmente a la supremacfa de la Constitucién y, dicho sea con
todos los respetos, me parece que yerran quienes se niegan a acep-
tar esta evidencia con el argumento de que primacfa y supremacia
son categorfas que operan en planos distintos. Seguramente jerar-
quia y competencia son dos formas distintas de resolver las colisio-
nes normativas, y es cierto que cabe distinguir el juicio sobre la
aplicabilidad de las normas del que tiene por objeto su validez, pe-
ro cuando la norma desplazada por aplicacién del principio de pri-
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macfa es precisamente la norma suprema, la que opera como fun-
damento validez de todo el ordenamiento interno, el «desplaza-
miento» destruye también la supremacia. Una norma suprema no
puede ser desplazada por ninguna otra sin dejar de serlo.

Para que la Constitucién siga siéndolo es indispensable por eso
que haya en ella al menos un reducto frente al que no cabe invocar
la primacia del derecho europeo. Ese reducto desaparecerfa si la ra-
tificacién del Tratado constitucional de la Unién se hiciese por el
procedimiento previsto en el articulo 168, pero se preserva si el pro-
cedimiento seguido para autorizar la ratificacién es el del articulo
167, pues es claro que entonces quedan al margen de la primacfa to-
das las normas constitucionales cuya reforma requiere el recurso al
primero de estos procedimientos. En definitiva, aceptar la primacfa,
pero sélo en tanto ésta no afecta a lo que los franceses llaman «con-
diciones esenciales de ejercicio de la soberanfa». Una exclusién que,
por lo demds, se adecua perfectamente al respeto de la Unién hacia
«las estructuras fundamentales, politicas y constitucionales de los
Estados miembros» que proclama el articulo I-5 del Tratado. Es la
necesidad de mantener la intangibilidad de esas estructuras funda-
mentales la que me ha llevado a la conclusién de que serfa inade-
cuado ratificar el Tratado de la Unién mediante un procedimiento
que lo situarfa al nivel de éstas. Una intangibilidad que en la re-
ciente decisién el Tribunal Constitucional intenta también preservar
al recabar para sf la facultad de excluir la aplicabilidad del derecho
europeo en el caso «inconcebible» de que éste vaya contra los De-
rechos Fundamentales u otros elementos esenciales de nuestra
Constitucién. Creo que efectivamente la tiene, pero para que no
exista como simple producto del voluntarismo, es preciso dotarla
del fundamento que la decisién en la que va inserta se esfuerza en
negarle. Es necesario, dicho llanamente, reformar la Constitucién.
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